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R-DAGJ-56-2004 (BIS)

CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. División de Asesoría y Gestión Jurídica. San José, a las quince horas del treinta  de enero del dos mil cuatro.---------------------------------------

Recurso de apelación interpuesto por AGRA, S.A., en contra del acto de adjudicación de la Licitación Pública número 002-2003, promovida por el Banco Nacional de Costa Rica y cuyo objeto es “Ampliación y remodelación del edificio del Banco Nacional en el Roble de Puntarenas”, recaído a favor de E.S. CONSULTORÍA Y CONSTRUCCIONES, S.A., por ¢69.040.150,00.--------

R E S U L T A N D O

I. AGRA, S.A., interpuso recurso de apelación por cuanto considera que el oficio CM-1160-2003, remitido por el ingeniero Víctor E. Chacón Murillo, jefe de la sección de construcción y mantenimiento, no solo desatiende los informes ya rendidos, si no que, no fundamenta ni justifica porque contradice las otras posiciones, haciendo ver únicamente que su representada no cumplió con un requisito que en tiempo se subsanó y que forma parte de otras prevenciones que se hicieron a otros oferentes. Al igual que la compañía E.S. Consultoría y Construcciones, S.A., quien en principio no aportó las cartas correspondientes, subsanando dicho aspecto en forma posterior, proceder que es incorrecto.----------------------------------------------------------------------------------------
II. En los procedimientos se han observado las prescripciones constitucionales, legales y reglamentarias, y, --------------------------------------------------------------------------------------------------

CONSIDERANDO

I. HECHOS PROBADOS: Único) El Banco Nacional de Costa Rica promovió la Licitación Pública número 002-2003, cuyo objeto es “Ampliación y remodelación del edificio del Banco Nacional en el Roble de Puntarenas; este concurso se adjudicó a la firma E.S. Consultoría y Construcciones, S.A., por ¢69.040.150,00.- (Ver Gacetas números 155, del 13 de agosto del 2003 y 1 del viernes 2 de enero del 2004).-------------------------------------------------------------------------------
II. SOBRE LA ADMISIBILIDAD DEL RECURSO: Sobre los criterios de improcedencia manifiesta o inadmisibilidad que permiten rechazar ad portas un recurso de apelación, debe tenerse en cuenta, antecedentes como la R-DAGJ-598-2003, de las 14:00 horas del 19 de diciembre del 2003. En el caso de uno de los supuestos, falta de fundamentación o motivar ampliamente el escrito recursivo, se ha indicado:
“En ese mismo sentido el autor nacional Walter Antillón, en su obra “Teoría de Proceso Jurisdiccional” (1ª edición, San José, Investigaciones Jurídicas S.A., enero 2001) hace alusión al orden y los principios que aplican a todo procedimiento –incluyendo el administrativo como  este caso- en los siguientes términos:  “... el proceso, al igual que los restantes procedimientos, es una “forma” de la experiencia jurídica. Esto significa que si bien el proceso es una actividad de la vida social, no es una actividad antojadiza, arbitraria, sino una actividad “en forma”, es decir ordenada, según criterios legales que atañen a los sujetos, a los objetos, al orden lógico y cronológico de los actos, etc. ...Además de los elementos formales que el proceso presenta en cuanto procedimiento (genus proximum), también ofrece otros elementos que son propios de él: ... v) aporte argumental o probatorio de las partes como contenido necesario de la decisión del juez. ... Debe el juez, al justificar o fundamentar su sentencia, referirse a los esfuerzos argumentales y probatorios desplegados por las partes...” Es decir, de acuerdo con el citado autor, criterio que comparte este Despacho, la adecuada fundamentación de una resolución contempla como presupuesto esencial el desarrollo de un elenco de “esfuerzos argumentales y probatorios”, sin los cuales no podría garantizarse la adecuada anulación o confirmación de un determinado acto de adjudicación sometido a una revisión particular. Retomando el caso particular, el recurrente se limita a pedir que se revalore su experiencia, sin aportar un solo argumento o elemento probatorio que permita a este Despacho prever alguna posible actuación incorrecta del CONAVI al no valorarle la experiencia que ahora echa de menos, de tal forma que ameritara un traslado a dicha Administración a efectos de que defienda su actuación. Si el apelante cree que el CONAVI actuó contrario a las disposiciones del cartel, entonces debió haber fundamentado su recurso, explicando las razones que lo hacen concluir que su experiencia sí es atinente, detallando la relación que existe entre las labores que desempeñó en la firma [...] y Asociados y el objeto contractual que nos ocupa para, de esa manera, solicitar una explicación al órgano licitante. Al carecer de ese sustento y únicamente pedir la revisión de su experiencia se estaría invirtiendo el principio de presunción de legalidad del acto administrativo, de tal forma que sería la Administración la obligada a “construir” su defensa sobre una inexistente  acusación concreta. y aún más grave, obligando a este Despacho a resolver únicamente con sustento en el “esfuerzo argumental y probatorio” de una de las partes. Así las cosas, al no indicarse las razones por las cuales considera que su experiencia es válida, se tiene por carente de fundamentación el recurso estudiado y por lo tanto se impone su rechazo de plano.” (Ver RC-360-2002 de 12:00 horas del 7 de junio de 2002).
Además,

“...Cuando se discrepe de las valoraciones técnicas o apreciaciones científicas que sirven de motivo a la Administración para adoptar su decisión, el apelante deberá rebatir de forma razonada esos antecedentes, de ser posible mediante la presentación de dictámenes y estudios, emitidos por profesionales calificados para opinar sobre la pericia de que se trate” (ver artículo 88 de la Ley de Contratación Administrativa).” (ver RC-336-2002, de las once horas del veintinueve de mayo del dos mil dos).

Y, 

“La conclusión a la que arribáramos líneas atrás se refuerza por el hecho de que el Consorcio..., quien se ha opuesto vehementemente al resultado del estudio técnico elaborado por la Administración, no ha presentado prueba capaz de desvirtuarlo. Efectivamente, como hemos indicado antes el artículo 99.2 del Reglamento de cita, establece que el apelante debe aportar la prueba en que apoye sus argumentos y en caso de que discrepe de los estudios técnicos, aportará en la medida de lo posible, estudios elaborados por profesionales preparados, que sustenten su posición. Entendamos que si la norma dice “en la medida de lo posible” ello no implica que en ciertos caos, el recurrente esté eximido de probar los hechos alegados; siempre está obligado a ello, sólo que se reconoce la libertad en materia probatoria, así como la complejidad de ciertos procedimientos, en los cuales no es sencillo obtener la prueba en un tiempo corto...” (ver resolución R–DAGJ–069–99, de las quince horas del tres de noviembre de mil novecientos noventa y nueve), en ese sentido, este despacho extrae en varias partes de la acción una oposición al dicho de la comisión técnica de que su producto incumple; sin embargo, no se lee por ninguna parte – o se aporta –, defensa técnica alguna que busque desvirtuar lo dicho por el informe de la licitante...” (ver RC-510-2002, de las nueve horas del siete de agosto del dos mil dos).”

Nótese como, para el caso que nos ocupa, el recurrente presenta un criterio amplio, sí, positivo a sus intereses, pero sin mayores detalles de cómo es que cumple o de cómo el adjudicatario, por otro lado, incumple, con lo cual se ha olvidado que el recurso de apelación no puede limitarse a remitir al órgano contralor a realizar una lectura de la oferta del recurrente o a revisar las actuaciones de la administración o, en general, a tener que acudir a otros sitios, aparte del recurso (donde debería de constar), para tener que buscar amparo a las argumentaciones de quien apela. Todo lo contrario, el deber de fundamentación obliga a que el interesado, amplia y razonadamente, acredite en su escrito que sus argumentaciones son ciertas. Para esto, se debe señalar puntualmente la normativa que se ve inobservada, las partes de la oferta, del cartel, de los documentos en general que constan en expediente administrativo que favorecen su posición y no solo, repetimos, indicar que, para su caso, cumplió con el pliego. Así, pretender una admisión del recurso sin que se verifique esta elemental obligación de los sujetos interesados en apelar, no puede ser de recibo por cuanto caeríamos en escritos que, sin mayor argumentación, pruebas, citas de expediente, entre otros, menoscaben el interés público y su pronta satisfacción al tener que esperarse hasta que el órgano contralor resuelva. Yéndose al escrito, lo único que consta es que en un tal CM-1160-2003, remitido por el jefe de la Sección de Construcción y Mantenimiento de la licitante, se desatendió supuestamente otros informes rendidos y que, en su caso, informa la apelante, no se fundamenta ni justifica por qué se contradice esos otros informes. Además, que únicamente no se le tuvo en cuenta por un requisito que en tiempo se subsanó. De esta manera, es lo cierto que la oficina desconoce el contenido del oficio citado; extraña el criterio, porque no se explica profundamente, de cómo es que la actuación del ingeniero citado no está fundamentada; además, no se dice nada sobre esos otros informes indicados y cómo se anteponen éstos al último rendido; tampoco se señala en qué concretamente la administración fundamenta la exclusión de la plica, menos se adjunta y explica qué y cómo se subsanó. Así las cosas, el recurso carece de la debida fundamentación, por lo que procede su rechazo ad portas.--------------------------------------------------------------------------------------------------

POR TANTO

De conformidad con lo expuesto y lo dispuesto en los artículos 182, 183 y 184, de la Constitución Política; artículos 1, 34, y 37, inciso 3), de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República;  1, 4, 27, 84, 85, 88 y concordantes de la Ley de la Contratación Administrativa, 4, 90, 91, 95 y concordantes del Reglamento General de Contratación Administrativa, así como la jurisprudencia citada, SE RESUELVE: RECHAZAR AD PORTAS, por ser manifiestamente improcedente al carecer de la debida fundamentación, el recurso de apelación interpuesto por AGRA, S.A., en contra del acto de adjudicación de la Licitación Pública número 002-2003, promovida por el Banco Nacional de Costa Rica y cuyo objeto es “Ampliación y remodelación del edificio del Banco Nacional en el Roble de Puntarenas”, recaído a favor de E.S. Consultoría y Construcciones, S.A., por ¢69.040.150,00. Asimismo, se advierte que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 90 de la Ley de Contratación Administrativa y 34, inciso a) de la citada Ley Orgánica, la presente resolución da por agotada la vía administrativa.------------------------------

NOTIFÍQUESE. ------------------------------------------------------------------------------------------------
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